PROYECTO DE SOLICITUD DE INFORMES

LA H. CAMARA DE DIPUTADOS

 DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

R E S U E L V E



Dirigirse al Poder Ejecutivo provincial para que a través de la Dirección General de Cultura y Educación se sirva informar acerca de las siguientes cuestiones relacionadas con las condiciones y los requisitos establecidos para el ingreso laboral en esa jurisdicción de personas con discapacidades para prestar servicios como porteros o auxiliares de cocina, a saber:
1) Si la Dirección General de Escuelas tiene realizado un relevamiento de las personas que cumplen funciones laborales en el ámbito de su jurisdicción en el marco del cupo establecido por el Artículo 8º de la Ley 10592.-

2) De resultar negativa la respuesta al punto anterior, qué medidas ha dispuesto la DGCyE para poder contar a la brevedad posible con dicho relevamiento, y qué medida ha adoptado a fin de garantizar el cumplimiento efectivo de lo establecido por la citada norma, considerando que, en forma permanente, siguen ingresando nuevos agentes y se cubren suplencias en el ámbito de ese organismo..-

3) De igual forma, si dicho organismo cuenta con un relevamiento del personal de servicios de los establecimientos escolares (Porteros y ayudantes de cocina) que cumplen funciones bajo el amparo del cupo establecido por el Artículo 8ª de la mencionada norma legal.-
4) Teniendo en consideración la Disposición 25 del año 2006 dictada por la Dirección de Consejos Escolares, cómo evalúa la DGCyE el funcionamiento del sistema de ingreso del personal auxiliar con discapacidad tras la puesta en vigencia de la citada disposición que, para los aspirantes, implica mayores requisitos y serias complicaciones adicionales a las convencionales.-
5) Si se ha instruído a los Consejos Escolares acerca del necesario cumplimiento del cupo mínimo obligado en la cobertura de cargos, tanto en las suplencias, en las mensualizaciones, como en las titularizaciones; y si se cuenta con un relevamiento del grado de cumplimiento en cada una de esas categorías.- 

6) Si la DGCyE estudia la posibilidad de modificar la citada Disposición 25/06 o de instrumentar en cada distrito un servicio de medicina laboral de modo de eximir del dictámen del Servicio de Colocación Laboral Selectiva del Ministerio de Trabajo sobre las aptitudes laborales de cada aspirante, considerando que aquel servicio cuenta con sólo una Junta Médica y un Terapista Ocupacional lo que le impide actuar con la celeridad y la coordinación imprescindible para estos casos.-
7) Informe sobre cualquier otro aspecto relacionado con el tema en cuestión que pueda resultar útil a este Cuerpo para una mejor información y comprensión sobre esta problemática.-
F U N D A M E N T
 O S 


La presente iniciativa responde a la necesidad de acompañar e intentar dar algún tipo de respuesta a la inquietud generada entre los aspirantes a cubrir cargos como porteros y/o ayudantes de cocina que padecen algún tipo de discapacidad, en virtud de la vigencia de la Disposición 25 del año 2006 dictada por la Dirección de Consejos Escolares de la Dirección General de Cultura y Educación que regula la modalidad operativa del listado de personas con discapacidad que se postulan para cubrir suplencias en car-gos de porteros o peones de cocina. 

Dicha Disposición extiende - para las personas con discapacidades - el plazo de inscripción para el listado de aspirantes a cubrir cargos como porteros o como peones de cocina, y ordena a los Consejos Escolares cubrir uno de cada 25 de dichos cargos con personas con discapacidad, posibilitando el cumplimiento de la manda legal del Artículo 8º de la Ley 10592 (Régimen Jurídico Básico e Integral para Personas Discapacitadas). 

Sin embargo, pese al indudable ánimo inclusivo e integrador de la Dirección de Consejos Escolares, dicha Disposición termina actuando como un boomerang que se vuelve en contra de las propias personas con discapacidad ya que establece un mecanismo de tránsito casi imposible: Inicialmente una persona discapacitada debe esperar que se produzca la vacante; una vez producida ésta, si le correspondiere por listado, debe solicitar la revisión médica del Servicio de Colocación Laboral Selectiva del Ministerio de Trabajo que califique su aptitud física para realizar las tareas propias del cargo a ocupar, lo cual puede demorarle varios meses ya que el SECLAS se encuentra rebasado en su capacidad de operación, impidiéndole en tanto al agente tomar el cargo que le corresponde. Posteriormente, el agente debe pasar por una nueva revisación médica, esta vez de la Dirección de Reconocimientos Médicos provincial, tras la cual estará, finalmente, habilitado para acceder al cargo a cubrir. Mientras tanto, una persona convencional que pretenda cubrir un puesto similar, sólo debe alcanzar un Certificado de aptitud extendido por un profesional del sistema de Salud Pública.

Como se ve, la operatoria es incongruente y predispone mal a todas las partes intervinientes, ya que una vez producida la vacante, cuando le podría corresponder a una persona con discapacidad, el cargo continúa largo tiempo sin ser cubierto. Por otra parte, las personas con discapacidades no pueden ir cumplimentando las requeridas revisiones médicas hasta tanto no cuente con la asignación de un cargo por corresponderle de acuerdo al Listado de aspirantes
.

Por todo ello, y habiendo recibido numerosas consultas y reclamos por la modalidad operativa impuesta por la Disposición cuestionada, resulta necesario conocer información directa sobre la cuestión, y resultaría oportuno que las autoridades educativas revieran la redacción de dicha norma posibilitando que los servicios sanitarios públicos certifiquen la aptitud o no de los agentes. 


Por todo lo expuesto, solicito a mis pares acompañen con su voto la presente Solicitud de Informes.
